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Undécima Época  
Núm. de Registro:  2024730 
Instancia:  Primera Sala  
Fuente:  Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s):  Jurisprudencia (Común) 
Tesis:   1a./J. 63/2022 (11a.) 
 
OMISIONES LEGISLATIVAS RELATIVAS Y ABSOLUTAS DE EJERCICIO OBLIGATORIO. 
NOTAS DISTINTIVAS PARA COMBATIRLAS EN EL JUICIO DE AMPARO. 
 
Hechos: Una comunidad indígena promovió demanda de amparo indirecto reclamando la 
inconstitucionalidad de los artículos 6o., párrafo primero, 10, párrafos primero y cuarto, 15 y 
19, fracciones I, II, IV, V y VIII, de la Ley Minera, y como acto de aplicación el otorgamiento de 
diversos títulos para la explotación y exploración de minerales sobre las tierras que ésta habita. 
El Juzgado de Distrito del conocimiento determinó, en suplencia de la queja, la existencia de 
una omisión legislativa de ejercicio obligatorio toda vez que, a su juicio, el legislador federal 
omitió adecuar dicho ordenamiento conforme al mandato constitucional del artículo segundo 
transitorio de la reforma al artículo 2o. de la Constitución General, relativo a la consulta previa, 
libre e informada de las comunidades indígenas. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que 
cuando en la demanda de amparo no se advierta la voluntad de la parte quejosa para combatir 
una omisión legislativa absoluta, no puede realizarse su estudio, en suplencia de la queja, a 
partir del análisis de la inconstitucionalidad de una norma general que sí fue combatida. 
 
Justificación: Cuando se habla de omisiones legislativas de ejercicio obligatorio, pueden existir 
varias condiciones dependiendo del contenido de la obligación. Esto es, la obligación puede 
consistir en legislar sobre una materia, expedir una norma en concreto, incluso, establecer o 
modificar un artículo en específico –cuando así se establezca expresamente–, o adecuar las 
normas al mandato constitucional. Por lo que el primer punto relevante, es determinar en qué 
consiste la obligación de legislar, a fin de estar en condiciones de examinar si el legislador la 
incumplió. Posteriormente, se debe identificar si lo que se reclama es una omisión relativa o 
absoluta. La omisión absoluta implica un reclamo al órgano legislativo por no dar cumplimiento 
alguno a un mandato exigible; mientras que la relativa, conlleva un actuar del legislador que 
se atribuye deficiente o incompleto al cumplir con la obligación. Así, cuando se trata de una 
omisión relativa, lo que se cuestiona es el actuar incompleto del legislador, por lo que es dable 
reclamar la omisión parcial en un precepto o cuerpo normativo concreto, al ser donde se 
atribuye el deficiente cumplimiento a la obligación. En este caso, el acto reclamado podrá ser 
la propia norma, cuerpo o cuerpos normativos a los que se atribuya la deficiencia, y el análisis 
debe constreñirse a verificar si su contenido colmó en suficiencia lo exigido. Por el contrario, 
en tratándose de omisiones legislativas absolutas, lo que se analiza es la carencia total de 
actividad por parte del legislador al mandato obligatorio; siendo relevante determinar en qué 
consiste dicha obligación, para analizar su existencia. De esta manera, su impugnación en el 
juicio de amparo, entonces, no puede partir de normas o artículos en concreto, pues su 
reclamo deberá ser la actitud pasiva de la autoridad legislativa para colmar la exigencia. Es 
decir, no podrá hablarse o analizarse una omisión legislativa absoluta si en la demanda de 



4 
OFICINA DE LA ABOGACÍA GENERAL 

amparo se reclamaron como actos, normas o artículos existentes –se trataría de una omisión 
relativa–; solamente podrá analizarse de esta manera, si se reclama como tal la omisión 
absoluta del legislador de cumplir un mandato obligatorio, pues lo que se está aduciendo es 
que el legislador no ha actuado en forma alguna; condición que no puede desprenderse de 
una norma específica, dada su libertad configurativa. En estos casos bastará la existencia del 
contenido normativo exigido para considerar que no se materializa la omisión, incluso 
habiendo acontecido, si durante el juicio de amparo se emite, lo que daría lugar al 
sobreseimiento del juicio por cesación de efectos. Asimismo, cuando se trate de una omisión 
de estas características, debe advertirse la voluntad de la parte quejosa de reclamar la 
inactividad total del legislador, de lo contrario se estaría frente a la figura de la suplencia de la 
queja, la cual no tiene el alcance para modificar los actos reclamados, pues ello implicaría 
alterar la litis. Finalmente, debemos tomar en cuenta que, ante un reclamo de esta naturaleza, 
lo que se cuestiona es la actitud pasiva del legislador, por lo que, regresando al contenido de 
la obligación, sí ésta no es precisa sobre la manera de implementar la legislación, el legislador 
mantiene su margen amplio de actuación y su libertad configurativa; pues, entre menos preciso 
sea el mandato, el margen de libertad será más amplio. Presuponer que la obligación debe 
ser colmada de un modo específico, aun cuando la exigencia no lo imponga así, sin duda, se 
tornaría una intromisión injustificada, pues en tanto no se contravenga la obligación, no se 
podría condicionar a una pauta determinada. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 134/2021. Comisariado Ejidal de Tecoltemi y otro. 16 de febrero de 2022. 
La votación se dividió en dos partes: Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, por lo que se refiere a los puntos 
resolutivos primero y tercero. Mayoría de cuatro votos por lo que se refiere al punto resolutivo 
segundo, de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis de jurisprudencia 63/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de veinticinco de mayo de dos mil veintidós.  
 
 
Enlace: 
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsem/paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=&Apendice=&Expresion=2024730&Domi
nio=Rubro,Texto&TA_TJ=&Orden=3&Clase=DetalleSemanarioBusquedaBL&Tablero=-
100|2&Parte=&NumTE=1&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-
100&Index=0&SemanaId=202232&ID=2024730&Hit=1&IDs=2024730 


